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    PRÓLOGO
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    Estudiar el constructo social jurídico desde una perspectiva étnica implica despojarnos del ropaje teórico del campo legislativo vigente, instrumentado por el Estado, para normar la vida comunitaria en un contexto micro. Los pueblos originarios construyen y deconstruyen su norma, la negocian, la imponen y, las más de las veces, entran en relación dialéctica con el derecho jurídico hegemónico. El trabajo de Elisa Cruz busca dar cuenta de esta relación de sistemas normativos, mediada por la costumbre, en dos pequeñas localidades de la etnia ayuuk en la Sierra Norte del estado de Oaxaca, presentando, por un lado, la cabecera municipal de Totontepec (Cerro del rayo) con más o menos tres mil habitantes, y las relaciones de tensión y conflicto que se establecen al interactuar con la agencia de policía en Móctum (Colina del maíz) con aproximadamente doscientos cincuenta nativos. En la escena de discusión entran en juego no sólo la visión de ser nativo ayuuk, sino también una fuerte identidad de arraigo comunitario con dimensiones de pertenencia territorial, en donde la defensa de la tierra no sólo es vista como la defensa de “la madre tierra”, sino bajo un fuerte sentido de adscripción, de compromiso, de lealtad, de una identidad que se defiende incluso con la vida. La lucha por la tierra y el control del territorio tiene implicaciones que van más allá del espacio físico e involucran el poder y control de los recursos humanos y materiales, la reproducción y reformulación de la cultura. Los atributos del territorio, de acuerdo con la autora, dependen de la historia y cultura de un pueblo.


    Es preciso comprender conceptos centrales que rigen la vida comu­nitaria en pueblos nativos tales como kotujkön (Ley), naax-kajpn (Tierra-pueblo; territorio), ana’amön (ordenanza), windsö’kön (respeto), komunydxyun (trabajo comunitario gratuito y obligatorio —tequio—), kajpxy ta´an (acuerdo), entre otros muchos. Conflicto (tsip) es, sin duda, esencial en esta tarea; otro tanto sucede con los términos mojón, frontera (tsaba’an), comunal (komuny) y Derecho (pyaatpöts), que requiere un tratamiento especial.


    Este estudio rompe el mito de la visión idílica, común en el campo de la antropología, respecto a la relación armónica que los pueblos originarios establecen entre sí por el hecho de estar emparentados por el filium etnolingüístico común. Por el contrario, la presente investiga­ción encuentra y discute las relaciones antagónicas, de conflicto, verticalidad, las tensiones, disputas y otros sistemas impositivos o de negociación que las más de las veces entran en contradicción con el derecho positivo, y redefine a la comunidad como “…producto de una gran diversidad de factores que impulsan la solidaridad entre sus miembros, y las decisiones y acciones en las que se involucran relaciones de poder, de clase y estatus, y de las diferencias religiosas y políticas”.


    Lograr hacer una investigación de esta naturaleza requiere un intenso trabajo de campo, de archivo, de diálogo y escucha entre las partes. La tarea, nada fácil, alcanza su mérito al escudriñar las relaciones de convivencia que se establecen entre los pueblos. Es importante considerar, además, que los hablantes de ayuuk —esa lengua que se autodefine como “idioma elegante, florido como la selva”— se muestran recelosos con los extraños, especialmente cuando tocan temas tan delicados como la posesión de la tierra y el control del territorio, pero Elisa Cruz logró ganarse su confianza, y con ello una magnífica contribución al campo de la antropología jurídica.


    Conceptos como identidad y territorio, cabecera municipal y agencia municipal, jurisdicción y justicia, relaciones de poder y derecho indígena, imbricación de las normas jurídicas locales y derecho positivo, entran en disputa. Son elementos, según dice la autora, recurrentes para comprender la problemática jurídica de la mayoría de las regiones de Oaxaca, donde el conflicto por la tenencia de la tierra y el control del territorio constituyen referentes estructurales que dan sentido a la comunalidad de los pueblos originarios, aunque considera también relevante el reclamo al derecho a los recursos financieros del Ramo 33 del Presupuesto de Egresos de la Federación y Ley de Hacienda Municipal del Estado de Oaxaca. La relación que se establece entre las cabeceras municipales y las agencias es básicamente de conflicto por el uso primordial de la tierra, y refleja una relación histórica de predominio de un pueblo sobre otro. La mayoría de las comunidades con conflictos agrarios datan de mucho antes de la Colonia, y otras, a partir de ella. El problema es añejo. En la arena hay básicamente dos actores: “los invasores y los legítimos propietarios o dueños de la tierra”, mediados por el Estado en sus diferentes niveles de gobierno.


    El litigio de tierras (y territorio) entre Móctum y Totontepec tiene dimensiones que rebasan la supuesta homogeneidad cultural de los pueblos que se autoidentifican como ayuuk; construyen diferencias para delimitarse no sólo territorialmente, sino también en el campo cultural, donde, por ejemplo, la conversión religiosa de la mayoría de los aldeanos de Móctum al adventismo del Séptimo Día es un sello distintivo respecto de la cabecera municipal; otro tanto sucede con rasgos de identidad, tales como distinguirse por hablar una variante dialectal que busca en el fondo la diferenciación entre ödsömö (nosotros —incluyente—) y yö’jötsy (los otros —excluyente—). Los de Totontepec, se argumenta, se diferencian respecto de Móctum por las preferencias matrimoniales exógamas, en tanto que Móctum tiende hacia las relaciones matrimoniales endógenas, lo que permite un menor mestizaje de la cultura y, en consecuencia, un mayor arraigo del uso de la lengua materna. La construcción social de las identidades, entonces, marca adscripciones entre diversas formas de ser ayuuk, y se sobreponen al territorio, buscando delimitar entre los auténticos “nativos” y los vecinos extraños “invasores”, aunque en ambas comunidades haya oriundos de uno y otro pueblo; hay también identidades compartidas que los unifican como etnia, entre ellas, la lengua común, el tequio, la música, entre otros rasgos culturales. Es decir, existen lazos que los vinculan en forma estrecha, pero también brechas que los distancian. Practican, en el fondo, el derecho a la diferencia dentro de la igualdad.


    Ante la ausencia de un trabajo de esta naturaleza, la investigación de Elisa Cruz cubre en buena medida ese vacío. Su lectura nos lleva por los caminos diversos de una larga historia de conflicto agrario. Divide su estudio en tres etapas históricas: a partir del mito y la leyenda, la primera se sitúa desde la época prehispánica cuando Totontepec se separa de Móctum; la segunda se ubica en la época colonial y se basa en un expediente judicial, y la tercera se delimita a partir de los siglos XX y XXI, y la sustenta a través del expediente agrario de la Secretaría de la Reforma Agraria y la complementa con información recopilada in situ mediante un profundo e intenso trabajo de campo.


    Estamos ante un trabajo bien sustentado por su solvencia teórica, metodológica y empírica, lo que representa un aporte importante para la investigación humanística en el campo de la antropología jurídica, que servirá como referente obligado para estudiar y entender los problemas análogos que atraviesan muchos otros pueblos de México.


    Finalmente, estoy seguro de que el lector disfrutará de esta obra, que ofrece un amplio recorrido, palmo a palmo, por otras localidades del municipio de Totontepec y lugares como San Francisco Jayacaxtepec, Santiago Amatepec, Santiago Tepitongo, San José Chinantequilla, Santa María Asunción Ocotepec, Santa María Huitepec, Santa María Tiltepec, Santiago Metepec y Santiago Jareta. Además, tendrán noticia de la nación ayuuk, dividida en zonas alta, media y baja. El libro conduce por caminos de extravío, y lleva finalmente a entender todo un proceso de lucha histórica intraétnica.


    Laureano Reyes Gómez

    San Cristóbal de Las Casas, Chiapas

    Febrero 2 de 2012
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    A mi manera de actuar ya lo hice, si no hice bien ¿acaso no es válido? Soy parte del juez

    porque él no puede venir aquí a esperar cuánta gente viene a pedir justicia. Yo conozco a mi

    gente, quiénes son malos ¿Por qué ellos se fueron? ¿Por qué rebasaron? Yo soy la justicia, soy

    la autoridad, porque la gente me nombró. Ahora, ¿que no es válido lo que yo hago aquí? ¿No

    tiene validez? Si el juez hace así, que él venga y que escuche aquí la gente porque ella me

    dio el lugar, el mando, y eso es la ley, lo que la gente decidió. Si el juez no considera lo que yo

    estoy haciendo que él venga. Aquí ya se hizo justicia. No estamos como juguetes para hacer

    lo que la gente no conoce. Yo me hago a un lado si te crees capaz. ¿Por qué el juez no me pidió información, si aquí está el asunto?

    Guillermo Gómez Reyes (alcalde único constitucional de Totontepec)

    Entrevista realizada el 20 de octubre de 2004




    El interés del presente estudio es mostrar la dinámica del derecho vigente en comunidades mixes1 del municipio de Totontepec, en la Sierra Norte del estado de Oaxaca, tal como es construido y negociado por los actores sociales en sus dinámicas cotidianas y en su relación con el Estado. En especial, procuro dar cuenta de qué manera comunidades tan pequeñas —como San Marcos Móctum— han conseguido construir sus sistemas normativos y sus propias regulaciones en un contexto histórico de tensiones y conflictos con unidades mayores —como la cabecera municipal de Totontepec— las cuales se han encontrado históricamente subordinadas, participando en campos jurídicos heterogéneos hegemonizados por el Estado.


    En el caso de Oaxaca, como en muchos otros estados del país con fuerte presencia indígena, la defensa del territorio comunal junto con el reconocimiento de los pueblos-cabeceras ha marcado en gran medida la conformación del orden jurídico regional y estatal, fomentando el localismo y el arraigo comunitario, más que las identidades étnicas regionales, repercutiendo en el tipo de relación corporativa y subordinada que se ha gestado con el Estado. Todos estos procesos han incidido en la conformación de los sistemas normativos de las comunidades indígenas entendidas como campos sociales semiautónomos. En las últimas décadas, se observan cambios importantes en la relación del Estado con los pueblos indígenas, especialmente aquellos marcados en las nuevas legislaciones que reconocen los derechos indígenas con un cierto margen de autonomía local y de manejo de recursos municipales que, si bien limitados, afectan las dinámicas del campo jurídico y político regional, y propician la redefinición del derecho vigente en las comunidades. De esta manera, se pretende mostrar en qué sentido dichos cambios dan cuenta de procesos generales de construcción de hegemonía y subalternidad, y ejercicio del poder2 a través del derecho.


    Retomo la propuesta planteada por Santos (1998) que sostiene que el derecho, en sentido amplio en las sociedades contemporáneas, está conformado por un universo policéntrico y dinámico en el que existen sistemas normativos distintos relacionados entre sí, pero con características propias. Bajo esta perspectiva, el objeto de estudio es documentar y analizar la manera en que dos comunidades indígenas del mismo grupo etnolingüístico, como cabecera municipal y como agencia, construyen y negocian su derecho indígena para distinguirse como campos sociales semiautónomos (Moore 1990, véase capítulo 1 de esta obra) y con ello confrontar el ejercicio de poder y control de comunidades mayores o incluso del Estado mexicano, frente a los cuales se encuentran históricamente subordinadas.


    Por lo anterior, el derecho como producto social y cultural se convierte en un referente clave para comprender los procesos identitarios (v. gr., su mito de origen, quiénes son y quiénes no son parte de un grupo o comunidad) que definen a la comunidad en el contexto local y regional. Al mismo tiempo, el derecho revela aspectos estructurales que conforman a una comunidad independiente y la insertan en las dinámicas de poder de la región y del estado. Así, el derecho se constituye como un referente clave en el ejercicio del poder local, para comprender los componentes del campo jurídico y político regional, objeto de mi investigación.


    El interés personal de estudiar el derecho se remonta a una historia larga,3 desde mis estudios de licenciatura en derecho, y gracias a mi relación con organizaciones sociales y de derechos humanos, me enfoqué al seguimiento de la defensa de los derechos de los indígenas, sobre todo por detenciones extrajudiciales asociadas a conflictos por tierras.


    Este acercamiento fue revelador de las ventajas del derecho como instrumento de defensa de derechos, pero también de sus limitaciones; de igual forma, el trabajo realizado con comunidades de Guerrero (con la organización Luz de la Montaña), de Veracruz (H. Ayuntamiento Constitucional de Playa Vicente, Veracruz), y de Oaxaca (Asamblea de Autoridades Mixes, Centro de Derechos Humanos Tepeyac del Istmo de Tehuantepec [Cruz, 1995, 2004, 2005]), me permitió dar cuenta del uso del derecho del Estado por parte de organizaciones, comunidades y líderes indígenas para defender y enarbolar demandas, más que nada en tenencia de la tierra y derechos humanos en la rama penal (conocidos como garantías individuales en el argot nacional). Sin embargo, al momento de convenir estudiar las dinámicas internas y los usos del poder en las comunidades a la luz de lo aprendido en la Facultad de Derecho de la UNAM, es decir, a partir de códigos, leyes y normas del derecho positivo mexicano, constaté las limitaciones de mi primera disciplina: era imposible entender el porqué, al interior de una comunidad indígena, se regulaban dinámicas y situaciones que el derecho del Estado no contemplaba, o bien, por qué se regulaban de formas distintas incluso hasta contradictorias o en franca confron­tación con ese derecho. Surgieron así una serie de interrogantes que han guiado gran parte de mis indagaciones: ¿Ante qué fenómeno social, económico o político me encontraba? ¿cómo comprenderlo en su justa dimensión, si mi sola presencia era una alteración en las dinámicas internas? ¿cómo saberlo? ¿hasta dónde mi falta de comprensión de la diferencia cultural era un obstáculo para conocer lo jurídico en la comunidad?4 ¿si esas comunidades tienen un margen de control interno, por qué recurren a la jurisdicción o justicia del Estado? Estas y otras preguntas surgieron y me plantearon la necesidad de acercarme con otra mirada a la defensa de los derechos indígenas. Podía percibir que el derecho no sólo eran normas, sino que incluían otros elementos que aparentemente no están considerados como parte del derecho positivo pero que evidentemente lo atraviesan, y desde esta perspectiva conforman un campo jurídico (Santos, 1995). Consideré que la antropología y especialmente la antropología política y jurídica me darían la posibilidad de ese acercamiento, además de otorgarme nuevas herramientas para mi trabajo en la defensa de los derechos humanos de los indígenas, sus pueblos y organizaciones. El estudio de la antropología fue positivo porque amplió mi visión del derecho y de la relación de los pueblos indígenas con el Estado, ya que la perspectiva positivista del derecho dejaba fuera aspectos como las prácticas y usos del poder, que finalmente son significativos para entender tanto las transformaciones de las comunidades indígenas, en su interior y en su relación con el Estado, como las del derecho.


    De esta manera, el análisis contemporáneo del campo jurídico (Santos, 1995) desde la especificidad de los pueblos y comunidades indígenas se torna especialmente relevante, debido a las actuales reivindicaciones sociales y políticas y a los cambios constitucionales para reconocer sus derechos. Por ello, cobra valor sustancial la especificidad cultural y la historia de la relación del Estado con los pueblos indígenas.


    Para entender justamente las transformaciones del derecho y las dinámicas del poder, me centro en la tensión entre la cabecera municipal de Totontepec Villa de Morelos y San Marcos Móctum —como una de sus agencias— desde dos ejes principales de análisis: lo territorial —en su dimensión agraria y municipal— y la justicia y la jurisdicción.


    El interés fundamental de este trabajo es mostrar cómo las normas jurídicas —sistema normativo— en una comunidad indígena poseen un arraigo en su historia y cultura; exponer cómo el sistema jurídico indígena producto de ese arraigo histórico y cultural permite la inserción y adecuación entre elementos culturales diversos5 y cómo ese derecho indígena se ha gestado en relación con el derecho del Estado.


    De esta manera, las comunidades indígenas, desde la época colonial a la fecha, han pasado por procesos de transformación, adecuación y resistencia, creando formas diversas de relación entre el sistema normativo indígena y el derecho estatal; formas de relación que presentan particularidades coyunturales según las regiones y grupos étnicos (Bartolomé, 1997; Sierra, 2004a; Fabre, 2005).


    El campo jurídico en el que se relacionan distintos derechos, como es el indígena y el del Estado, no es uniforme en tanto los sistemas jurídicos que lo conforman se relacionan entre sí y están articulados bajo la égida del derecho estatal, que constituye el sistema jurídico hegemónico, que históricamente se ha impuesto a otros ordenamientos jurídicos como los sistemas jurídicos indígenas. En esta investigación, me he propuesto documentar, desde el espacio local, cómo se construye y negocia esta relación entre sistemas jurídicos en diferentes niveles de análisis. El campo jurídico en la región de estudio comprende distintos niveles legales y políticos: la federación, el estado de Oaxaca, la cabecera del municipio de Totontepec Villa de Morelos y sus agencias, en particular, la agencia de Móctum. La circunscripción territorial del campo jurídico, en el caso de estudio, se ubica —sin considerar el nivel de la federación— en una zona indígena, porque ahí es posible ver la imbricación de sistemas legales y la hegemonía del Estado y cómo influyen en las transformaciones del derecho y las dinámicas del poder; esta zona se ubica en la región mixe (Sierra Norte) del estado de Oaxaca, concretamente se trata del municipio de Totontepec. Es importante advertir que el nivel federal lo enuncio como parte del contexto y que únicamente me aboco al campo jurídico en los niveles estatal, municipal-regional y de la agencia. Indudablemente lo federal también es importante ya que enmarca la conflictividad de la tenencia de la tierra y la relación de las cabeceras municipales y sus agencias.


    Asimismo, para facilitar este estudio, como mencioné con anterioridad, se eligieron dos ejes fundamentales de análisis: lo territorial y la jurisdicción y la justicia, porque resultan elementos recurrentes para comprender la problemática jurídica de la mayoría de las regiones indígenas de Oaxaca. A partir de estos ejes se llega a explicar y mostrar sincrónica y diacrónicamente la relación del poder y los usos del derecho en el campo jurídico.


    Se parte de la premisa de que la justicia y la jurisdicción son la expresión más concreta para abordar el estudio de lo jurídico, y el ámbito donde se puede apreciar con mayor nitidez la lógica cultural que determina las normas, su justiciabilidad, la adecuación o imbricación de sistemas jurídicos y por ende la interlegalidad. Esto es así porque la justicia y la jurisdicción conforman el espacio de elaboración de normas y su aplicación —para la resolución de disputas y conflictos, pero también para la regulación de las relaciones inter e intracomunitarias—. En este espacio se puede apreciar el uso del poder y del derecho por distintos actores (autoridades indígenas, comuneros, agentes del Estado); el entrecruce de sistemas legales en las prácticas y discurso; los conflictos que son relevantes para la comunidad, así como los valores y motivaciones (culturales, económicas, sociales e históricas) que determinan la decisión de los actores.


    Para comprender y explicar esa jurisdicción, la lógica de la justicia, la construcción del derecho en la comunidad y las dinámicas del poder en los distintos niveles del campo jurídico, se debe considerar lo agrario —una dimensión de lo territorial— como eje de análisis fundamental que ha estructurado las relaciones y conflictos entre el Estado y las comunidades, y entre las cabeceras municipales y sus agencias.


    De igual forma, lo agrario —como dimensión de lo territorial (véase el CAPÍTULO “Resistencias en el campo jurídico. Lo territorial”)— explica la conformación de los asentamientos humanos (comunidades) en la Sierra Norte de Oaxaca, con anterioridad a la época colonial; básicamente las disputas por la tierra y el territorio, así como la supremacía entre poblados antiguos y poblados nuevos, constituyen referentes estructurales que dan fundamento a la comunalidad, entendida ésta como ideología organizativa de muchas comunidades indígenas de Oaxaca. Por tanto, desde una perspectiva histórica, lo agrario se establece como una arena de tensión entre cabeceras y agencias.


    Por lo anterior, se afirma que existe un componente histórico y cultural que hace que las comunidades indígenas, como poblados antiguos o viejos, a través de periodos amplios —desde la época prehispánica, pasando por la Colonia hasta nuestros días—, deban ser vistas como unidades con relativa autonomía frente a unidades mayores. De esta manera, el proceso jurídico histórico de distribución de la tierra (lo agrario) en México, y particularmente en Oaxaca y en la región mixe, ha provocado, en muchos casos, que comunidades indígenas pertenecientes a un grupo etnolingüístico común (Barabas y Bartolomé, 1999a: 15-16) se disputen el control de la tierra,6 generando conflictos que involucran varias generaciones. Esto se explica porque los campesinos, en su mayoría indígenas, ulteriormente a la Revolución Mexicana fueron “beneficiados” por el Estado con el reparto agrario por medio de la constitución jurídica de ejidos y bienes comunales. A esto se agrega que el cacicazgo rural apoyado por la institución municipal fuese uno de los bastiones que garantizó el control del Estado sobre la masa campesina e indígena mediante el reparto agrario.


    En el contexto oaxaqueño, lo agrario —como la imposición de reglas sobre el uso de la tierra por parte del Estado— constituye efectivamente una dimensión central del conflicto entre cabeceras y agencias, debido a que estas últimas reclaman derechos primordiales por la tierra mientras aquéllas niegan esos derechos en aras de mantener una situación de sujeción.


    En cuanto a las disputas sobre el territorio, la hegemonía y el predominio de un pueblo sobre otro, es necesario señalar lo que Viola König (1993) cita respecto al mapa antiguo de Santa María Tiltepec, asentamiento que también disputaba tierras a Totontepec:7


    [Schmieder] menciona el mapa en relación con la descripción del problema de que las pequeñas rancherías que pertenecían a un poblado mayor, con el tiempo siempre se iban independizando de su “asentamiento original”. Eso llegó a tal punto, que algunos “pueblos viejos” fueron empujados a una posición defensiva: perdían tierras en favor de los pueblos nuevos, que anteriormente habían sido contados entre sus propias rancherías.


    En estas disputas el Estado y los poderes regionales han contribuido sensiblemente al imponer a comunidades, que tradicionalmente se consideraron a sí mismas como independientes, la subordinación a la jurisdicción de otro pueblo del mismo u otro grupo etnolingüístico.8 En este escenario las comunidades se valen de los canales legales que el Estado les ofrece, pero también han recurrido con mayor frecuencia a otras instancias cuando las nacionales son poco eficaces para garantizar el respeto de sus derechos.9


    Con lo anterior, emergen las siguientes preguntas: ¿Hasta dónde los elementos históricos y culturales influyen en la conformación del derecho en una comunidad? ¿cómo se expresan las dinámicas y relación del Estado con los pueblos indígenas en esa construcción del derecho indígena-sistema normativo-derecho en la comunidad? ¿cómo estas dinámicas y estos procesos legitiman la existencia de Móctum y Totontepec como campos sociales semiautónomos y a la vez contenidos en el campo social del Estado?


    En un nivel local, cabría hacerse las siguientes preguntas: ¿Cómo el proceso de conformación comunitaria tiene repercusión en la construcción de su derecho? ¿cómo se expresa en el derecho la transición por la que pasa una comunidad sojuzgada después que consigue tener márgenes de autonomía relativa? ¿cómo se pueden apreciar los referentes culturales que intervienen en un conflicto y su resolución, así como los cambios estructurales en una comunidad estudiando su derecho interno? Son estas algunas preguntas que se plantean y se responden en el presente trabajo


    Sin duda, el estado de Oaxaca es un caso paradigmático que muestra la complejidad del estudio del campo jurídico y su relación con la tenencia de la tierra, por su composición pluricultural de 16 grupos etnolingüísticos (Barabas y Bartolomé, 1999b), de 570 municipios, la mayoría de ellos comunidades con conflictos agrarios que datan de mucho antes de la Colonia, y de otros surgidos después de ésta que persisten en la actualidad. Entre los conflictos de mayor trascendencia se encuentran los de límites territoriales entre municipios, y entre cabeceras y agencias. Estas disputas han sido redimensionadas en épocas recientes debido a contiendas electorales y al movimiento de reivindicación de derechos de los pueblos indígenas, y están determinadas por la correlación de fuerzas, usos de poder y acceso a recursos económicos (estatales y federales) entre cabeceras municipales —muchas de ellas gobernadas por mestizos o indígenas descaracterizados—10 y sus agencias. En el caso de análisis, se abunda sobre este concepto en el que se menciona a Totontepec como un poblado mixe descaracterizado, es decir, que en su inicio fue mayoritariamente mixe, y con el paso del tiempo y debido a su ubicación geográfica, estableció relaciones de parentesco con personas de otros grupos étnicos como los zapotecos de la sierra y los mestizos; aunado a un incremento de sus ingresos económicos y por tanto de sus niveles de vida, marcó una distancia entre los pobladores de Totontepec y sus agencias, dejando de considerarse a sí mismos como ayuuk, aunque hablan o entienden el idioma, o mantienen relaciones de parentesco con familias de algunas agencias. Esta situación determina las dinámicas y usos del poder y del derecho (estatal e indígena), así como las tensiones entre cabecera y agencias, y al interior de ellas. Es decir, el estudio del campo jurídico da cuenta de una constante en la relación del derecho estatal y el derecho en la comunidad, y a la vez, se descubren dos tensiones: la que existe en esa relación y la tensión cabecera-agencias. Finalmente, el espacio de lo agrario marca una arena clave de conflicto fundamentalmente por la separación territorial, la tenencia de la tierra y la relativa independencia en el control de recursos económicos, humanos y naturales, tanto de cabeceras municipales como de sus agencias. El caso de estudio se inserta en esta problemática.


    En esta tensión marcada por la separación territorial, el control por los recursos y el acceso al poder, que caracteriza la relación de Totontepec con Móctum, es relevante el papel de la religión como elemento de distinción identitaria. De esta manera, el uso instrumental del derecho estatal fue reforzado con la conversión religiosa para establecer una “frontera” clara entre los “invasores y los legítimos propietarios o dueños de las tierras de Móctum”, es decir, entre la cabecera y la agencia. De alguna forma, esto influyó en que la mayoría de la población de Móctum se convirtiera al adventismo, lo cual, la dotó de un sentido de diferencia. A la larga esto facilitó el reconocimiento de Móctum como comunidad con terrenos aparte de la cabecera. La religión, en este caso —que no abordaré ya que su estudio excede los propósitos de este trabajo—, funcionó como un espacio de disidencia y una bandera político-ideológica (Fabre, 1985,11 2005; Garma, 1987).


    La complejidad que plantea el estudio del campo jurídico revela que el derecho en la comunidad o el derecho indígena sufre cambios importantes dados en la relación de los pueblos indígenas entre sí, con la Colonia española y especialmente con el gobierno mexicano. El Estado en particular ha sido definitorio por su fuerte presencia en regiones indígenas a través del control corporativista y centralista que ejerció sobre las mismas, y fundamentalmente por medio de la reforma agraria y el municipio, como principales bases del caciquismo rural.12 De esta manera el derecho en la comunidad se formula y reformula, se reconfigura en sus usos y espacios, se redimensiona desde la historia pasada hasta la actualidad. Pese a esto, la cultura es referencia constante que otorga el sentido de formar parte de una totalidad e identidad comunes, y explica el continuo histórico (sincrónico y diacrónico) entre el derecho actual (contemporáneo) en la comunidad y la región de la que forma parte. Sin embargo, debe advertirse que este continuo histórico y cultural que se reconoce no es inmutable, ya que la cultura como totalidad13 cambia y se modifica por las dinámicas del poder y los usos del derecho, y a la vez, éstos son transformados por la cultura e historia indígena.


    La cultura es lo que relaciona a las comunidades indígenas mixes o ayuuk con un pasado común, y que las hace reconocerse como parte de una entidad mayor: el pueblo mixe, a pesar de las distancias geográficas y las diferencias dialectales e identidades comunitarias que puedan darse entre ellas. Finalmente, el reconocimiento a una pertenencia étnica común da cierta lógica a las confrontaciones y los conflictos en la región y, aunque no los evita, el conocimiento de sus antecedentes históricos y contexto cultural puede contribuir a su mejor resolución.


    Uno de los objetivos de esta obra es aportar al debate antropológico y jurídico argumentos teóricos y datos etnográficos concretos sobre la existencia de órdenes jurídicos indígenas con sus propias especificidades, pero imbricados en el derecho estatal.


    A lo anterior se agrega el dar cuenta de cómo desde el estudio de una sociedad tan pequeña como Móctum y la cabecera de Totontepec, se pueden comprender sociedades o niveles de organización más complejos, como el Estado. Esta perspectiva es uno de los puntos nodales de la antropología social de acuerdo con Roberto Varela (2002: 69), más cuando aquéllas, como campos sociales semiautónomos (Moore, 1990), están inmersas e interconectadas con el Estado.


    De esta manera, en el proceso de construcción de las normas en una comunidad indígena participan tanto los referentes propios de ésta como los del Estado —sobre todo legales—, que, si bien son impuestos, suelen ser apropiados y retraducidos a las necesidades e intereses locales. Al respecto, mi mirada de abogada me permitió comprender el interés de Móctum en construir su Reglamento Interno más allá de lo que la Ley Agraria exigía, y el sentido en que dichas normas se alejaban o contradecían las normas oficiales. Pero la mirada antropológica me permitió también comprender los usos y sentidos de las normas en el contexto de una relación histórica de tensión que ha mantenido Móctum con su cabecera, Totontepec.


    Estudiar los sistemas normativos desde dos disciplinas distintas revela el dinamismo cultural en el que se desarrolla y construye un derecho distinto pero imbricado con el derecho estatal. En esto radica lo relevante del caso de la relación entre Móctum y Totontepec —como de otras comunidades mixes y de otros pueblos indígenas—. La construcción de un derecho propio pero imbricado con el derecho positivo sólo puede ser entendido tomando en cuenta tanto la visión antropológica como la jurídica, por lo que se puede concluir que tal construcción se debe a la apropiación de elementos jurídicos positivistas que incorporan autoridades y usuarios indígenas a su cultura y a los cuales dan un uso diferente al que da el derecho estatal, lo que expresa una dimensión de la interlegalidad. La apropiación y reconfiguración de los usos del derecho que las comunidades indígenas hacen frente al Estado, o bien, que las autoridades indígenas hacen para hacer justicia en las comunidades, se puede apreciar en la invocación de la ley estatal para sustentar y explicar algunas sanciones o actitudes de las autoridades o los particulares al interior de la comunidad (la violación o el homicidio); el uso y apropiación cultural de instituciones municipales como la agencia de policía para la gestión de recursos ante instituciones federales y estatales, y la opción religiosa invocada como un derecho humano. Así, la combinación del enfoque antropológico y jurídico, es decir, los aportes teóricos que dan el derecho y la antropología, sirven para dar cuenta de la realidad plural, jurídica y cultural que caracteriza al universo normativo en las comunidades indígenas.


    EL PROCESO DE INVESTIGACIÓN


    Al comienzo, entre los años de 1998 y 2000, el trabajo de campo lo realicé en Móctum, como centro de mi investigación, en visitas de una a tres semanas, durante dos años. Ante la necesidad de comprender los procesos jurídicos, considerando el contexto regional, posteriormente desarrollé un trabajo de campo en la cabecera municipal de Totontepec, y recorrí la mayoría de las agencias de su jurisdicción (2004-2005). Me interesaba conocer las formas de hacer justicia en los diferentes espacios, así como comprender cómo se percibían las tensiones entre comunidades desde diferentes lugares. Los datos que obtuve en el trabajo de campo en Móctum fueron a través de la observación (además de estar en asambleas, realicé talleres y me involucré en la cotidianidad de la gente en la comunidad) y las entrevistas a autoridades, líderes y personas involucradas en disputas, confrontándolos con la consulta de varias fuentes, sobre todo bibliográficas y de otros documentos o escritos mecanografiados así como expedientes agrarios. La mayor parte de este trabajo de campo fue registrada en cuadernos, cintas fotográficas y cintas auditivas o casetes, cuyo contenido transcribí. En el año 2000, suspendí la investigación de campo para sistematizar y seleccionar los datos recabados, sin embargo, contaba con más datos de la comunidad-agencia que de la cabecera, por lo que a fines del año 2005, regresé para complementar los datos de la justicia en Totontepec. Se visitaron cinco agencias (incluyendo a Móctum), en todas fui bien recibida, en gran medida porque don Cipriano (persona reconocida, líder de Móctum) fungió como intermediador para establecer las entrevistas y es persona conocida, aunque también debido a esta circunstancia, y al saberse de distintas religiones, supongo que su sola presencia influyó en las entrevistas. Las autoridades de las agencias me proporcionaron información general, sin embargo fue muy poco lo relacionado con la impartición de justicia, pues indicaban los agentes o alcaldes que el secretario no estaba. Por ejemplo, en el caso de Santigo Amatepec argumentaron que con mucho gusto me proporcionarían copias de actas o que me exhibirían documentos, pero sin el secretario, que vivía en México, y que no tenía fecha de regreso, esto no sería posible, que yo regresara en un mes. Por ello, intenté abarcar una dimensión regional de lo municipal, por medio de entrevistas con el alcalde único constitucional de la cabecera, así como con autoridades de las agencias, logrando revisar 30 casos en aquélla ocasión y 10 en las demás. Es así como, desde el año 2004, he elaborado borradores para dar forma a la obra que presento.


    ESTRUCTURA DEL TRABAJO


    Para exponer los resultados de la investigación sobre las transformaciones del derecho, las dinámicas del poder y el análisis del campo jurídico tal como se expresa en la disputa entre cabeceras y agencias por el control territorial en la región mixe de Oaxaca, este trabajo se divide en tres partes.


    La primera parte, “Transformación y procesos de cambio en el campo jurídico”, incluye dos capítulos: “Otredad y diversidad cultural. Tensión entre el Estado y los pueblos indígenas” y “Resistencias en el campo jurídico. Lo territorial”. En el primero, expongo los referentes teóricos y conceptos centrales, como son: pluralismo jurídico, interlegalidad, el derecho indígena y la lógica jurídica en el sistema jurídico indígena, campo jurídico y niveles legales. A partir de estos conceptos, explico las imbricaciones y distinciones entre el sistema jurídico positivista y el indígena y la influencia del derecho estatal en las dinámicas locales. En el segundo capítulo, planteo los elementos del contexto histórico y político de conformación de las comunidades, para explicar cómo y por qué la ideología del comunitarismo tiene arraigo entre los mixes, así como el contexto político del caciquismo en la región y su influencia en el ejercicio del poder local municipal; todo ello enmarca el caso de disputa que se analiza. De igual forma, en este segundo capítulo explico los ejes centrales de análisis (lo territorial, la justicia y la jurisdicción) a partir de los cuales abordo el estudio del campo jurídico, y explicó cómo desde ellos se puede apreciar la relación del Estado con los pueblos indígenas, las tensiones que lo caracterizan, cómo se presentan en el campo jurídico en el municipio de Totontepec y cómo éstas determinan las dinámicas y la práctica del derecho en las comunidades que lo conforman.


    La segunda parte, “Niveles legales del campo jurídico y sus tensiones. El caso de Totontepec y San Marcos Móctum”, consta de dos capítulos: “Culturas compartidas. Fronteras territoriales en el campo jurídico” y “Lo agrario como estructurador del derecho y la autonomía comunitaria”. En el primer capítulo de la segunda parte, me refiero a la relación entre el distrito, el municipio y la localidad como parte de una realidad cultural e identitaria, compartida pero diversificada, pues además de representar diferentes niveles de gobierno y contar con instancias jurídicas distintas, los mixes comparten elementos comunes, sobre todo en lo que toca a la cultura de los poblados, que llamo niveles —en los que existen instancias de justicia—, lo cual no significa que no existan pugnas, disputas y diferencias. En el siguiente capítulo, me refiero al ejercicio del poder local a nivel comunitario y cómo la cuestión agraria se constituye como elemento clave de ese ejercicio y de la construcción del derecho, es decir, los conflictos por la tierra y el territorio intercomunitario se configuran como elementos fundamentales de reafirmación de las nuevas identidades. La vinculación étnico-identitaria, expuesta en términos generales en el capítulo anterior, la aplico ahora al caso concreto entre la cabecera y la agencia, cuya adscripción al mismo grupo etnolingüístico ha significado establecer más una relación de conflicto y disputa que de armonía, sobre todo por lo que se refiere al territorio en sus vertientes agraria y municipal.


    En la tercera parte, “Las dinámicas del campo jurídico y la confrontación entre instancias”, se desarrolla el eje de la jurisdicción y la justicia para mostrar el sistema jurídico en Totontepec y Móctum (capítulos “El sistema jurídico. La resolución de conflictos en Totontepec” y “Las instancias legales y el sistema jurídico en San Marcos Móctum”, respectivamente), así como la relación entre estos sistemas y el derecho del Estado, es decir, ¿se puede afirmar que en esta zona indígena existe un campo jurídico conformado por el distrito, la cabecera municipal y sus agencias, o de campos jurídicos separados según el derecho en cada comunidad?; ¿se puede hablar de un derecho propio pese a la imbricación y la interlegalidad? De esta manera, por lo que se refiere a las dinámicas del poder y del derecho y la formulación y aplicación de las normas me concreto al nivel local, es decir, al derecho en la cabecera de Totontepec y especialmente en la comunidad-agencia de Móctum, consideradas en relación estrecha. En lo que respecta a la justicia en Totontepec, me dediqué a entrevistar al alcalde único constitucional, y a la revisión de casos. A partir de este trabajo, doy cuenta de las motivaciones y la lógica que esta autoridad aplica para hacer justicia. En cuanto a Móctum, realizo un estudio de su Reglamento Interno o Estatuto Comunal; de igual forma, establezco una clasificación de asuntos, como una breve historia para mostrar cómo se gesta una norma oral y la necesidad de situarla por escrito. Al final, planteo las conclusiones generales.


    Finalmente, observé que para las autoridades de la cabecera y de las agencias visitadas es realmente muy delicado hablar de los asuntos que jurídicamente resuelven, por lo que agradezco la confianza que tuvieron para narrarme, explicarme y mostrarme las actas cuando las había, y los asuntos que recordaban. Quiero agradecer a don Guillermo Gómez Reyes, alcalde único constitucional, quien me brindó todo su apoyo para realizar el capítulo correspondiente a Totontepec Villa de Morelos, y a don Cipriano Gómez Gómez, por apoyarme en el recorrido a las agencias y en su comunidad, así como a las autoridades de San Marcos Móctum por las facilidades brindadas en la realización de mi trabajo.



    

    

    


    
      
        1 Mixe o ayuuk ja’ay, que en español significa gente de la palabra sagrada (Barabas y Bartolomé, 2004: 16). En adelante usaré ayuuk o mixe, indistintamente.

      


      
        2 Del término “ejercicio del poder” abundo en el CAPÍTULO “Culturas compartidas. Fronteras teriitoriales en el campo jurídico”. En el caso de estudio además de esto mostraré cómo la aplicación del derecho indígena en una comunidad depende de distintos factores, entre otros, la mejor argumentación sobre casos ya dados. Quien tiene este conocimiento (del derecho y de la argumentación) tiene el poder de hacer que la asamblea y las autoridades dicten un resultado a favor o en contra.

      


      
        3 De esta manera, ya había realizado un estudio sobre el derecho indígena en una comu­nidad indígena del Bajo Mixe, San Juan Jaltepec de Candayoc, que constituyó mi trabajo de licenciatura en derecho (Cruz, 1994). De este caso, se derivaron por la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH, 1991b) tanto la recomendación núm. 103/91 como la Memoria de la zona mixe en el estado de Oaxaca (1991a), que me motivaron a invo­lucrarme con esta comunidad. Este trabajo lo realicé porque como estudiante de derecho formaba parte de una organización estudiantil de derechos humanos llamada Taller Universitario de Derechos Humanos (TUDH), desde donde apoyábamos a la organización Servicios del Pueblo Mixe en talleres de capacitación jurídica. Esta organización indígena apoyó mi introducción a la comunidad, sin embargo, no contaba con las herramientas teóricas, metodológicas y analíticas para ir más allá de la descripción. Para continuar mi trabajo de indagación sobre los derechos y órdenes jurídicos indígenas, escogí a San Marcos Móctum (localizado en el extremo opuesto de la primera comunidad), pues poco antes de incorporarme al programa de maestría y doctorado en 1994 de la Universidad Autónoma Metropolitana Unidad Iztapalapa (UAM-I) ya tenía una relación con algunos miembros de esta comunidad, a través de talleres sobre derechos humanos, y con la organización de mujeres Mujeres Olvidadas del Rincón Mixe conformada por mujeres de la comunidad y dedicada a la capacitación y desarrollo de proyectos productivos.

      


      
        4 En el caso del investigador, ser oriundo de la sociedad a estudiar no es garantía de que el trabajo que realice exprese la cultura sin obstáculo o influencias externas algunas, pues la formación que recibió como antropólogo o abogado le da otra visión o comprensión de lo que observa, ya que sus conocimientos académicos los adquirió en una situación de subalternidad en la que los estados nacionales han impuesto una cultura nacional sobre las demás. Esto de acuerdo con Miguel A. Bartolomé (2001: 48-51), quien hace referencia a la formación de profesionistas indígenas bajo la política indigenista y sus efectos en la investigación antropológica.

      


      
        5 Como parte de los procesos de transformación cultural existe una memoria colectiva que subsiste y se expresa en la lengua y en las formas de organización política, social y religiosa, que a decir de Artemia Fabre (2005: 57): “No obstante lo violento de la conquista y la evangelización que trató a lo largo de la conquista misma y la Colonia, borrar y transformar la cultura y por ende las formas de organización política, social y religiosa, sabemos que parte de esa memoria colectiva, de ese pasado quedó en aquellos ámbitos más privados: en el individuo, en la familia donde el resguardo y continuidad de los valores individuales, familiares y su relación con los dioses y protectores se mantuvo intacto, en algunos lugares alejados de las grandes ciudades, en otros, encontramos, elementos ciertamente interconectados ya con la memoria católica, creando así, las expresiones católicas indígenas, las cuales tienen referentes de las expresiones religiosas mesoamericanas”.

      


      
        6 Los trabajos de Romero Frizzi (1996, 2005) a través de la etnohistoria nos dan cuenta de estos conflictos por las tierras desde la Colonia a la fecha y de cómo la conformación arbitraria de los pueblos desde esa época ha incidido en la configuración territorial y por ende en la permanencia de los conflictos.

      


      
        7 La referencia a este mapa resulta de mi interés, ya que Tiltepec es una de las agencias de Totontepec con la que colindan sus terrenos comunales, y muestra cómo la disputa por el territorio ha sido un tema recurrente desde antes de la Colonia española.

      


      
        8 Por ejemplo, en el centro y norte de la República mexicana no es raro ver cabeceras municipales dominadas por los llamados chabochis, yoris o “blancos” en regiones indígenas de wixas, rarámuris y guarijíos o yoremes. Cfr. Valdivia, 2001, 2003.

      


      
        9 En el caso de Móctum y Totontepec, la historia de tensión entre agencia y cabecera da cuenta del proceso de disputa, de imposición e imbricación de jurisdicciones, así como de los intentos de Móctum por conservar sus límites y distinguirse de Totontepec. En la actualidad las tensiones se mantienen en la arena de la aplicación de jurisdicciones, pero también involucran otros aspectos culturales como el hallazgo, en la década de 1970, de vestigios arqueológicos en terrenos de Móctum que Totontepec, si bien no reclama como propios, sí quiere beneficiarse de ellos.

      


      
        10 Sobre este concepto abundo en el capítulo “Culturas compartidas. Fronteras territoriales en el campo jurídico”, cuando me refiero al ejemplo de la cabecera de Totontepec.

      


      
        11 Artemia Fabre en su tesis de licenciatura aborda la religión como un uso político en el faccionalismo político, y cómo la disidencia religiosa fortalece la lucha por el poder. El caso que analiza es disidencias entre católicos y protestantes. Hay bibliografía que habla sobre la disidencia religiosa que permite no sólo una disidencia político-religiosa, sino también marcar procesos de transformación interna: social, familiar, económica.

      


      
        12 Indudablemente se podrían agregar otros aspectos como el económico. Sin embargo, considero que lo agrario ha sido de tal importancia en la conformación del Estado mexicano contemporáneo, que en la transición de ser parte de la Colonia española a ser un Estado independiente, la tierra fue el recurso primario con el que contó en sus orígenes y en el que cimentó su economía.

      


      
        13 Según Edward Burnett Taylor: “cultura”es el todo complejo que incluye conocimiento, creencia, arte, moral, derecho, costumbre y cualesquiera otras capacidades y hábitos adquiridos por el hombre como miembro de una sociedad” (Carrithers, 2000: 138).

      

    

  


  
    TRANSFORMACIÓN Y PROCESOS DE CAMBIO

    EN EL CAMPO JURÍDICO

    RELACIÓN ENTRE EL ESTADO Y LOS PUEBLOS INDÍGENAS


    [image: pleca_1]

  


  
     


     


    Uno de los conceptos centrales es el de campo jurídico, visto como un conjunto de arenas de disputa en las que confluyen diversos aspectos culturales, como lo político, lo cultural, lo social y lo económico, considerado como punto de partida para comprender las dinámicas internas de las comunidades indígenas y su relación con el Estado mexicano. Éste, desde el campo jurídico, ha definido su relación con los pueblos indígenas estableciendo reglas para el acceso a la tierra, por ejemplo la Reforma Agraria hecha ley (Ley Federal de Reforma Agraria y después su contrarreforma en la Ley Agraria), el reconocimiento reciente de espacios de una justicia indígena en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en las de varios estados del país. De igual forma, es a través del campo jurídico que se puede apreciar el uso estratégico del derecho del Estado para contestarlo por parte de indígenas y no indígenas, y lograr el reconocimiento de derechos antes negados, por ejemplo, derechos colectivos de los pueblos indígenas como la justicia y la consulta, o bien cuando se plantea como objetivo el reconocimiento de una demanda (como la tenencia de la tierra y el control territorial). Justamente estos temas clave: los usos del derecho y el poder, han sido documentados por la antropología jurídica, mostrando que tal empleo estratégico del derecho es producto de la relación sincrónica y diacrónica que distintos sectores de la sociedad mexicana han tenido con el Estado, especialmente los pueblos indígenas, por sus procesos y actos de confrontación interna. En muchos casos tales actos tienen raíces en la época colonial, si bien se agudizaron posteriormente en la época independiente.


    Por la relación que el Estado mexicano ha establecido con los indígenas y sus pueblos, por el uso que hacen del derecho estatal y por la exigencia de sus derechos —como el derecho a tener su propio derecho—, el campo jurídico sólo puede ser entendido como parte de un contexto histórico y cultural específico, y en una demarcación territorial concreta. En este contexto, el concepto de pluralismo jurídico nos ayuda a entender no sólo el fenómeno de diversidad de formas de derecho (Santos, 1995), sino además el de la diversidad cultural. Desde esta perspectiva abordo la relación del Estado mexicano con los pueblos indígenas.


    En este trabajo emprendo el estudio del pluralismo jurídico concibiendo la conformación del derecho en zonas indígenas a partir de la imbricación y de la interrelación (interlegalidad) entre el derecho estatal y el derecho indígena.1 Justamente el postulado de la interlegalidad presupone la existencia de sistemas jurídicos distintos, que pueden compartir algunos elementos y características, y diferir en otros, y que al mismo tiempo se influyen y modifican mutuamente.


    El poder es uno de los conceptos nodales que dota de dinamismo al campo jurídico, ya que se presenta en todas las relaciones entre personas, grupos, instituciones y niveles legales, en sus acuerdos y desacuerdos, en sus encuentros y desencuentros. El poder, como Adams (1978, 1983) lo definió, es la capacidad para lograr que alguien haga lo que nosotros queremos, debido al control que tenemos sobre aspectos culturalmente relevantes y significativos en una sociedad determinada. El poder y su uso no es exclusivo del ámbito del derecho, sin embargo, en las acciones de éste, se puede percibir su presencia a través del estudio de los conflictos y su resolución, y cómo se presentan valores y principios culturales, es decir, “lo jurídico no tiene solamente que ver con la distribución del poder y la forma establecida para ejercerlo, sino también con los valores aceptados como tales en y por una colectividad específica” (Krotz, 1995: 349). Por consiguiente, donde hay diferencias culturales puede haber diferentes órdenes jurídicos o derechos, es decir, el derecho se presenta en el Estado, pero también puede presentarse en otros niveles y formas de organización política o social (Mair, 1998: 112), o de integración social (Varela, 2002: 102). Por último, la relación del derecho con el poder está dada porque aquél puede ser un vehículo de dominación, pero también de contestación al Estado de sectores subalternos (Lazarus-Black e Hirsch, 1994; Mallon, 2003).


    De esta manera, el estudio del campo jurídico adquiere especial relevancia si se considera que la relación que el Estado mexicano ha establecido con las comunidades indígenas, por lo menos durante los siglos XIX y XX, ha sido en gran medida a través de la imposición de normas y leyes, definidas especialmente desde la legislación federal, sobre todo en lo que tiene que ver con la materia agraria y municipal.2 El espacio municipal como ámbito de administración político-territorial, pero sobre todo como nivel de gobierno, representa un espacio de control y de ejercicio de poder. La tierra, como fuente de riqueza fundamental y como la expresión territorial de la delimitación del poder político del Estado, ha sido uno de los aspectos, junto con el municipio, por medio de los cuales ha ejercido el control de la población rural, sobre todo de los campesinos y de los indígenas. De igual forma, mucho antes de la constitución del Estado mexicano —y una vez instaurado éste—, los pueblos indígenas han sido afectados en la posesión y propiedad de sus tierras, como se expone más adelante.


    Históricamente, el Estado ha establecido una relación con los pueblos indígenas de desconocimiento de sus derechos y de afectación de sus tierras, lo cual atraviesa los distintos niveles de gobierno: la fe­de­ración, el estado y el municipio. Es en los últimos 20 años que la re­la­ción del Estado con los pueblos indígenas se ha transformado, lo que ha llevado al reconocimiento de ciertos derechos de los indígenas, sus comunidades y pueblos. El estudio de la relación actual entre los pueblos indígenas y el Estado, particularmente la dificultad de establecer mecanismos de reconocimiento a sus derechos, implica abordar la complejidad de la relación, pero también las dinámicas internas de las comunidades indígenas para acomodarse, acoplarse y hacer frente a los nuevos tiempos. En este trabajo me refiero a esas manifestaciones y particularidades.


    A través de dos ejes principales de análisis, 1o lo territorial (que involucra la dimensión agraria y la municipal) y 2o la justicia y la jurisdicción (vistas como un mismo eje analítico), se expone la problemática general de la coexistencia de sistemas jurídicos diversos, haciendo hincapié en las tensiones que se generan en el campo jurídico. Como mencioné en la introducción de este trabajo, esos ejes de análisis son aspectos recurrentes en los procesos internos comunitarios e intercomunitarios en el estado de Oaxaca. Desde estos ejes se puede explicar y mostrar, sincrónica y diacrónicamente, la relación del poder y sus usos, en lo general, en el campo jurídico.


    En los dos capítulos de esta primera parte, expongo los principales conceptos teóricos utilizados en este trabajo. Para ello, se plantea cómo desde el campo jurídico se puede apreciar la relación y las tensiones del Estado con los pueblos indígenas, cómo esas tensiones se expresan en el sistema jurídico indígena y cómo éstas determinan las relaciones de poder en comunidades indígenas y su derecho. Tales planteamientos resultan fundamentales para comprender las formas concretas que tiene el derecho en esta parte de la región mixe, que comprende el municipio de Totontepec, particularmente en la cabecera municipal, y la agencia de policía de Móctum.



    

    

    


    
      
        1 Mi trabajo sigue la línea de investigación de otras antropólogas como Laura Nader (1998), Jane F. Collier (1995a), Victoria Chenaut y María Teresa Sierra (1995b) y abogados indígenas como Adelfo Regino Montes (1998), quienes han puesto de relieve la heterogeneidad del país con respecto a la esfera del derecho y han documentado la existencia de órdenes jurídicos diferentes del derecho estatal mexicano.

      


      
        2 Por ejemplo, antes la Ley Federal de Reforma Agraria y ahora la Ley Agraria y los artículos de la Constitución Federal en materia indígena —antes el 4º y ahora el 2º constitucionales—. Por lo que respecta a la materia municipal en la reforma constitucional en materia indígena (2002) se incluyó una reforma al artículo 115 constitucional, que se refiere al municipio. Así como el reconocimiento local en el estado de Oaxaca de los llamados usos y costumbres para la elección de autoridades (cfr. Código de Instituciones y Procedimientos Penales del Estado de Oaxaca, reformado en 1997).

      

    

  


  
    OTREDAD Y DIVERSIDAD CULTURAL

    TENSIÓN ENTRE EL ESTADO Y LOS PUEBLOS INDIGENAS
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    Tal como está configurado el derecho positivo, tanto en su contenido normativo como en los aspectos históricos, dados su origen y sustento, se puede apreciar una negación sistemática de la alteridad; es decir, de la otredad y la diversidad cultural. Así, en el derecho mexicano, se expone una visión etnocéntrica sobre “el otro”, sea campesino, comunidad, ejido, pueblo indígena, grupo indígena, comunidad indígena o municipio con población mayoritariamente indígena. La perspectiva antropológica permite cuestionar el reconocimiento de derechos desde esa visión etnocéntrica dando herramientas conceptuales para que ese “otro” se exprese desde su alteridad. Al rerspecto Krotz (2002a: 60) señala:


    La alteridad tiene un precio elevado: no es posible sin el etnocentrismo. “El etnocentrismo es el estado natural de la humanidad”, y es el que posibilita el contacto entre culturas, la pregunta antropológica. Es la forma y la condición para poder concebir al otro como otro, en el sentido descrito. Entre el grupo propio y el extraño existe, entonces, una relación similar a la que se da entre lo conocido y lo desconocido en el acto de adquirir conocimiento, donde lo desconocido, la mayoría de las veces, sólo se puede alcanzar desde lo conocido.


    Por ello, la negación de la alteridad implica omitir el conocimiento de la cultura propia, es decir, desconocer las realidades históricas de nuestras sociedades. En oposición a ello, surge la necesidad de reconocer la existencia de la diversidad cultural.


    En este primer capítulo, se revelan los conceptos centrales utilizados a lo largo de la obra, los cuales son referentes importantes para explicar las tensiones entre la negación y el reconocimiento de derechos a los pueblos indígenas, sobre todo, el derecho a tener un derecho propio, y cómo la relación estructural dada en un ámbito macro entre el Estado, la sociedad mexicana y los pueblos indígenas se advierte también a nivel micro de las comunidades indígenas, con ciertas particularidades. Esto es fundamental para comprender la configuración de los sistemas jurídicos mexicano e indígena, como parte del campo del derecho, entendido como un universo policéntrico, es decir, conformado por una diversidad de sistemas jurídicos interrelacionados.


    En lo subsiguiente, me referire a los conceptos centrales que han guiado el desarrollo de la investigación, y que son fundamentales para comprender el campo jurídico en la región mixe de Totontepec.


    EL PLURALISMO JURÍDICO Y LA INTERLEGALIDAD


    El pluralismo es uno de los conceptos centrales de la antropología jurídica, que alude a la coexistencia de sistemas jurídicos diversos dentro de un mismo campo social, lo cual cuestiona la visión etnocéntrica del derecho occidental que ha sido construido como el único y legítimo referente del derecho, por el positivismo (Fitzpatrick, 1998), concepción que consolidó la empresa colonial. El cuestionamiento a la centralidad del derecho estatal ha sido uno de los focos de atención de los estudios antropológicos del derecho, interesados en dar cuenta de la vigencia de otros sistemas legales dentro de los estados nacionales. Una vertiente inicial de los estudios del pluralismo, llamada por Merry (1988) pluralismo jurídico clásico, mostró cómo sistemas jurídicos de poblaciones colonizadas fueron subordinados, negados, o bien refuncionalizados por los colonizadores para sus fines de dominación. En los países con pasado colonial, como es el caso de México, donde los pueblos nativos lograron subsistir, el derecho estatal se enfrenta hoy a sistemas normativos vigentes, a un derecho indígena que no se logró eliminar a pesar de los sistemáticos esfuerzos por homogeneizar a la nación e integrarla en un solo y único marco legal. Es por esto que el concepto de pluralismo jurídico es, sin duda, un concepto muy productivo para documentar el carácter plural de las sociedades y la vigencia de otros derechos. Debates actuales revelan que tal pluralismo no es solamente una característica de sociedades con pasado colonial, sino una propiedad de las sociedades contemporáneas estructuradas por una diversidad de sistemas jurídicos interconectados, como lo señala Santos (1991).


    El nuevo pluralismo, a diferencia del pluralismo clásico que tendía a destacar los sistemas jurídicos como entidades independientes, se preocupa por dar cuenta de la interacción, imbricación y mutua influencia entre los distintos órdenes jurídicos, lo que plantea la problemática de la interlegalidad (Santos, 1995). Mientras el pluralismo jurídico tradicional caracterizó a la investigación antropológica en un momento histórico en el que imperaban en el mundo los territorios colonizados, concretamente en África, el nuevo pluralismo se enfoca a una situación histórica actual, en la que los pueblos (países, estados, naciones) son independientes y soberanos, pero que, en su interior, persisten pueblos con culturas diversas que no se han reconocido cabalmente.1 Tales conceptualizaciones han sido claves en el desarrollo de la antropología jurídica latinoamericana, especialmente centrales en los estudios sobre el derecho indígena en su relación con el derecho del estado (cfr. Sierra, 1995; Chenaut, 1999; Sánchez, 1992, 1998; Correas, 1994), como para legitimar el reclamo de los pueblos indígenas a tener un derecho propio.


    La aproximación que la antropología jurídica ha hecho sobre el pluralismo jurídico es significativa para comprender la relación del derecho estatal y del derecho indígena, en el contexto de sociedades con pasado colonial como las nuestras.


    En torno a la definición de ese pluralismo se han desarrollado diversos debates centrados, tanto en la definición de lo legal como en la existencia o no de órdenes jurídicos separados. De ello, Sierra (2006: 61) señala:


    Sobre la definición de lo legal: sí es posible considerar que cualquier sistema normativo constituye o no derecho, o sólo aquel que tiene determinadas características, como el hecho de tener autoridades que lo hagan exigible, sancionable y eficaz (Hoekema, 1998; Correas, 2003). Sobre la existencia o no de órdenes jurídicos separados, de acuerdo a Sally Merry (1988) el pluralismo jurídico obliga a pensar en la interpenetración y mutua constitución de los ordenamientos jurídicos cuestionando por tanto las visiones dualistas sobre los sistemas normativos; Benda Beckman por su parte cuestiona que este reconocimiento de la interpenetración de los ordenes jurídicos en las prácticas impida pensar los sistemas en su especificidad normativa […] En este sentido define pluralismo analíticamente como la coexistencia de dos o más grupos de concepciones normativas dentro del mismo proceso, o de procesos agregados de estructuración; pero también la coexistencia del mismo elemento normativo en más de un contexto.


    Ante este debate, mi interés subraya tres posturas respecto al tipo de relación entre sistemas jurídicos: una que reconoce la existencia de diversos sistemas normativos independientes entre sí pero coexistiendo en un mismo territorio (Correas, 1994); otra que plantea la relación de esos sistemas jurídicos en una mutua constitución de legalidades (Sierra, 1995, 2004b); y una última que establece la relación de sistemas legales como dos miradas distintas sobre un mismo objeto —por ejemplo una disputa—, sobre el cual cada sistema jurídico tiene principios y procedimientos diferentes para darle solución.2 Tales posiciones delinean caminos diferentes para abordar el estudio del derecho en comunidades indígenas, lo que tiene consecuencia en la definición del objeto de estudio. En este trabajo, comparto tanto la visión del pluralismo jurídico como interacción y mutua constitución de legalidades, como la propuesta analítica más normativa que busca reconstruir las miradas distintas sobre la norma; en torno a casos de disputas, tal como se verá en los capítulos analíticos, considero que estas dos posiciones son complementarias para el análisis. De esta manera, de acuerdo con Santos (1991), sugiero que el planteamiento central del pluralismo jurídico es distinguir al derecho como un universo policéntrico de órdenes jurídicos o formas diversas de derecho interconectados y sobrepuestos (interlegalidad), que pueden abordarse según su escala,3 su proyección4 y su simbología.5 Sobre estos mecanismos Santos (1991: 223-224) señala:


    [los] desarrollos socio-jurídicos revelan pues, la existencia de tres espacios jurídicos diferentes a los que corresponden tres formas diferentes de derecho: el derecho local, el derecho nacional y el derecho mundial. Es poco satisfactorio distinguir estas formas de derecho con base en el objeto de regulación pues, a veces, regulan o parecen regular el mismo tipo de acción social. En mi entender, lo que distingue a estas formas de derecho es el tamaño de la escala con que regulan la acción social. El derecho local es una legalidad de grande escala; el derecho nacional estatal es una legalidad de mediana escala; el derecho mundial es una legalidad de pequeña escala. […] Los diferentes órdenes jurídicos operan así en escalas diferentes y, con eso, traducen objetos empíricos eventualmente iguales en objetos jurídicos distintos […]


    La propuesta de Santos resulta muy atractiva para el discurrir de la relación entre los sistemas jurídicos y la construcción del campo jurídico como la conjunción de órdenes policéntricos vinculados entre sí, en diferentes escalas. Por ello, el estudio del pluralismo va más allá de postular la existencia de sistemas normativos diversos, o de formas distintas de derecho, implica también abordar su dinamismo y su complejidad en el contexto histórico de la relación entre los pueblos indígenas y el Estado, así como considerar la situación actual de esa relación y su incidencia en la conformación del campo jurídico.


    Para este trabajo, he optado por el concepto de pluralismo jurídico entendido como sistemas jurídicos relacionados entre sí en un mismo campo social, ya que permite documentar el sentido en que el sistema normativo vigente en las comunidades indígenas se construye en relación estrecha con el sistema jurídico del estado. Esta relación se puede observar en las mutuas influencias entre sistemas jurídicos, por ejemplo, cuando el alcalde municipal —que en la comunidad es la autoridad principal para hacer justicia— utiliza la formalidad del derecho positivo para dar fuerza a un acuerdo entre partes (véase el capítulo “Lo agrario como estructurador del derecho y la autonomía comunitaria”), pero también en las tensiones que surgen al definir determinadas conductas como graves o leves según cada sistema jurídico; o cuando el sistema jurídico mexicano define algunas conductas como delitos graves o leves, y no corresponde con valoraciones propias del sistema jurídico indígena sobre esas mismas conductas (véanse los capítulos “El sistema jurídico. La resolución de conflictos en Totontepec” y “Las instancias legales y el sistema jurídico en San Marcos Móctum”). Para dar cuenta de estas diferencias, imbricaciones y una mutua constitución de legalidades, los conceptos de pluralismo jurídico e interlegalidad son de gran utilidad porque obligan a observar el derecho en su multiplicidad de manifestaciones (según niveles y ámbitos), en su relación con el poder, en los usos de la legalidad y en el discurso de los derechos.


    Para el desarrollo de este trabajo, retomo los conceptos teóricos y analíticos utilizados y producidos en el seno de la antropología jurídica en general, y en particular de la antropología jurídica mexicana. Esta obra antropológica se caracteriza por los estudios del derecho en contextos étnicos diversos, con lo que se da un peso relativo a la diferencia étnica y cultural, y al hacer hincapié en el estudio del pluralismo jurídico y la interlegalidad.


    La interlegalidad llega a ser entendida como la imbricación de sistemas legales y lógicas jurídicas en espacios sociales determinados (Santos, 1995), vistos éstos como campos sociales semiautónomos (Moore, 1990), pero también como las distintas maneras de entender un objeto, utilizando por ejemplo principios axiológicos y procedimientos que provienen de sociedades distintas. Indudablemente el lugar desde el que se trata de entender el objeto, o resolver la disputa o el conflicto, determina la preponderancia y aplicación de un sistema y la lógica cultural que lo configura sobre otro. La interlegalidad es un concepto clave del trabajo que desarrollo, ya que permite insistir en el aspecto de interrelación y poder entre legalidades.


    Para comprender y definir el campo de lo jurídico, son fundamenta­les las obras de Leopold Pospíšil (1965), quien en su planteamiento del campo jurídico desde la antropología postuló la existencia de distintos niveles legales, y que en cada nivel podían observarse distintos tipos de autoridad y distintas dinámicas del uso del poder y del uso del derecho, dando cuenta de la especificidad y distinción del campo jurídico de otros campos —la religión o las costumbres— y su integración en niveles; pero mi cimiento teórico está fundado en los trabajos de Boaventura de Sousa Santos (1991, 1995), sobre el pluralismo jurídico y la interlegalidad, y en Comaroff y Roberts (1981), sobre los paradigmas antropológicos en el estudio del derecho: el normativo y el procesual. Comaroff y Roberts (1981) en sus estudios entre los tswana, en Sudá­frica, criticaron la dicotomía entre la visión procesual y normativa que han orientado la investigación en la antropológica-jurídica, insistiendo en la necesidad de considerar las normas y sus procesos en el estudio del derecho. De igual forma el estudio de Moore (1990) es particularmente sustancial para mi trabajo, ya que subraya la dimensión sincrónica del cambio legal en su análisis sobre la costumbre jurídica en Kilimanjaro, es decir, da cuenta de que ésta y la tradición no son inamovibles y pese a ello se pueden apreciar elementos culturales que distinguen entre sí a los sistemas legales que coexisten en un espacio determinado. La obra de Lazarus-Black e Hirsch (1994) centra su investigación en el uso del derecho y el poder, para contestar al Estado, y muestra cómo los actores hacen un uso estratégico del derecho, lo que a nivel latinoamericano fue constatado poco antes y llamado “uso alternativo del derecho” y “derecho alternativo”, por los fundadores del Instituto Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos (ILSA, la revista El Otro Derecho es un ejemplo).6 Todos estos autores han sido centrales en el desarrollo de la presente investigación, ya que ofrecen los referentes analíticos para comprender la construcción del derecho, tal como se expresa en los espacios comunitarios y municipales de la investigación, en su particularidad y en sus mutuas interrelaciones.


    En cuanto a la antropología jurídica mexicana, y para definir los parámetros teóricos de esta obra, se consideran fundamentalmente los trabajos realizados por Rodolfo Stavenhagen y Diego Iturralde (1990) sobre la relación entre el derecho positivo y la costumbre indígena, el de María Teresa Sierra y Victoria Chenaut (1995) sobre los usos del derecho y la interlegalidad en distintos niveles legales, y el de Esteban Krotz (2002a, b), quien aborda el estudio del derecho en comunidades indígenas desde la interculturalidad y la reflexión filosófica de la alteridad y el derecho. Finalmente, todos ellos han aplicado los conceptos de pluralismo jurídico y derecho indígena al caso de los pueblos indígenas frente al Estado mexicano y su derecho.


    INFLUENCIA DEL DERECHO ESTATAL EN LAS DINÁMICAS LOCALES.

    EL SISTEMA JURÍDICO INDÍGENA COMO CAMPO SOCIAL SEMIAUTÓNOMO


    La relación que el Estado establece con los pueblos indígenas tiene su origen en la Conquista y en la Colonia, ya que los pueblos indios fueron sujetos a la jurisdicción colonial después de la Conquista y, en esa medida, usaron las leyes coloniales para reclamar sus tierras. Así, esa relación histórica se resume en la dominación y el despojo en contra de los pueblos indígenas sobre sus tierras y territorios, lo que es posible documentar en los distintos periodos de formación del Estado en México, donde el aspecto de lo territorial adquiere especial relevancia. De esta manera, el derecho estatal tiene sus fundamentos en el derecho colonial y posteriormente republicano, en el que se legitima jurídicamente la dominación y el despojo (Medina Cervantes, 1987; González Galván, 1995). Destacan en especial las Bulas Alejandrinas (Inter Caetera),7 las instituciones del derecho romano relacionadas con la propiedad,8 las reducciones, encomiendas,9 la república de indios y los municipios, utilizados por los españoles para tener mejor control de los pobladores de estas tierras; por lo que respecta al México independiente, tenemos las Leyes de Reforma y Desamortización y la Reforma Agraria, principalmente (Chávez Chávez, 1984), a la cual me he referido con anterioridad.


    Actualmente, la intervención del Estado mexicano en regiones indígenas se ha hecho a través de la aplicación del derecho positivo, fundamentalmente en las esferas agraria, municipal, electoral y de procuración e impartición de justicia, que de maneras distintas mencionan los derechos indígenas, aunque los márgenes para su ejercicio son limitados. Ejemplo emblemático de esto fue la Ley Federal de Reforma Agraria, a través de la cual, los agentes del Estado relacionados con el sector agrario —la Secretaría de la Reforma Agraria (SRA), las promotorías y comisiones agrarias mixtas— influyeron en las dinámicas internas de ejidos y bienes comunales (indígenas o no). Tal influencia quedó constatada con la entrada en vigor de la “nueva Ley Agraria” (en 1992), que generó en ejidatarios y comuneros dudas como, hasta dónde podían realizar asambleas o elaborar su reglamento interno sin la intervención de un promotor de la Secretaría, o bien, si era correcto o no nombrar autoridades sin su intervención, o resolver conflictos interparcelarios al interior del núcleo agrario.10 Esto constata la hegemonía del Estado, así como el papel que desempeñan sus órganos de autoridad y funcionarios (Secretaría de la Reforma Agraria, Procuraduría Agraria y Tribunales), a los cuales los núcleos agrarios buscan para resolver sus conflictos, pero también los confrontan.


    Un ejemplo más es la reforma municipal que jurídicamente ha consistido en reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) con las que se otorgan mayores atribuciones al municipio y que a nivel administrativo y sobre todo práctico implican mayor transferencia de facultades y recursos (1993). Las repercusiones de esto en el estado de Oaxaca se expresan en las tensiones entre cabeceras y agencias, concretamente por la distribución y administración de los recursos económicos de los ramos 28 y 33, destinados al municipio y que se asignan a las cabeceras.


    Las pugnas entre cabeceras y agencias se pueden apreciar en la mayoría de los municipios de la República Mexicana, pero son particu­larmente especiales y recurrentes en Oaxaca. Esto se explica primordial­mente por la diversidad de municipios y pueblos que existen en esta entidad; por la existencia de un comunitarismo arraigado —donde las identidades locales tienen mayor peso que las identidades regionales y étnicas—, así como por la existencia de un sistema de usos y costumbres reconocido legalmente para la elección de autoridades, volviéndose una nueva arena de disputa política e interpartidista.11


    En materia de procuración e impartición de justicia, el reconocimiento, en la llamada Ley Indígena de Oaxaca (1998),12 de las facultades de resolver conflictos o asuntos menores (o de menor cuantía), plantea a las autoridades locales, agentes municipales y cabildos, la posibilidad de ejercer con mayor seguridad el ejercicio de sus atribuciones (que venían haciendo de cualquier forma), lo que también plantea nuevos espacios de conflicto entre comunidades del mismo pueblo, donde unas son cabeceras y otras agencias. De esta manera, los casos que no se resuelven en la agencia y pasan a la cabecera representan, en un sentido, el cuestionamiento a la capacidad de control de la autoridad comunitaria, más cuando el usuario indígena transita a la instancia de la cabecera municipal sin pasar por la instancia de la comunidad. O bien, cuando los pobladores de la comunidad-cabecera no consideran la justicia del alcalde municipal y franquean a las autoridades del Estado en el distrito. La manera como afectan tales acciones se muestra en los capítulos “El sistema jurídico. La resolución de conflictos en Totontepec” y “Las instancias legales y el sistema jurídico en San Marcos Móctum”.


    De igual forma, en el nivel federal, la actual reforma constitucional en materia indígena (artículo 2° de la CPEUM) ha interesado a las comunidades, en tanto sus miembros que se ven involucrados en una disputa suelen incorporar en su discurso el recurso de la Ley Indígena del estado de Oaxaca o la reforma a la Constitución Federal (2002), aún sin conocer realmente su contenido. La influencia del derecho estatal en las comunidades indígenas se revela en las acciones de capacitación que realizan agentes oficiales; por ejemplo, representantes de la Procuraduría de Justicia del Estado y la Comisión Estatal de Derechos Humanos capacitan a las autoridades indígenas sobre lo que deben hacer para no excederse en sus funciones, de lo contrario, pueden ser acusadas de abuso de autoridad. En esta capacitación se suele mencionar sobre todo el Código Penal y de Procedimientos Penales del Estado de Oaxaca así como la Ley Indígena. Esta introducción a la información, conceptos y concepciones jurídicas positivistas, indudablemente influye en las maneras de resolver conflictos y en la idea que las autoridades indígenas tienen del derecho y la justicia.


    Esta forma de interacción, coexistencia y mutua constitución de legalidades —interlegalidad— (Santos, 1995; Sierra, 2004a) da cuenta de una diversidad de sistemas jurídicos que interactúan a través de diversas instancias y procedimientos.


    El campo jurídico es interlegal, de acuerdo con la concepción de que el derecho puede ser múltiple y diverso (Santos, 1995), es decir, policéntrico, dándose una interconexión entre el derecho del Estado y un conjunto o variedad de órdenes jurídicos. En este sentido, y de acuerdo con Santos, el campo jurídico en sociedades contemporáneas y en el sistema mundial como un todo, tiene las siguientes características: “a) es un terreno más complejo y rico que el asumido por la teoría política liberal, b) tal campo jurídico es una constelación de diferentes legalidades e ilegalidades operando en tiempo-espacio local, nacional y transnacional, c) finalmente la ley es una regulación con potencial tanto represivo como emancipatorio” (Santos, 1995: 111). Esto es, que el uso del derecho del Estado, así como otros sistemas jurídicos, pueden ser utilizados para confrontar y contestar un statu quo. Por lo que el derecho del Estado puede ser usado para la movilización social o como un espacio donde los pueblos indígenas y otros grupos subordinados logren, por ejemplo, el reconocimiento de derechos (Lazarus-Black e Hirsch, 1994).


    El sistema jurídico mexicano —o derecho positivo—, como parte del campo del derecho, interactúa y se interrelaciona con otros sistemas normativos: en lo municipal y en lo local (comunitario o regional). Podemos afirmar que el sistema jurídico indígena, como parte de un campo social semiautónomo, contiene características propias, sin embargo, al ser abarcado por el Estado como un campo social más amplio, está influido por el sistema jurídico oficial. Desde la concepción centralista del derecho positivo, el derecho indígena no es un sistema con características propias, más bien es visto como un nivel legal del sistema jurídico mexicano, donde éste le señala sus atribuciones y límites.


    De esta forma, el sistema jurídico indígena es invisibilizado, pues desde el derecho del Estado no se reconoce como un verdadero sistema de derecho con especificidades propias, dada la historia de subalternidad13 de los pueblos indígenas. El derecho indígena es un sistema jurídico que se encuentra imbricado, entrelazado e influido por el sistema jurídico positivo, ya que muchas de las instituciones de éste —como las municipales, agrarias, electorales, de procuración e impartición de justicia— han sido impuestas y reapropiadas por los pueblos indígenas, incorporándolas a sus formas y estructuras de organización. Pese a esto, el sistema jurídico indígena tiene particularidades propias (como se verá en los casos de Totontepec y Móctum) con distintos niveles, instancias legales y autoridades. Es decir, el sistema indígena es el resultado de la historia y cultura de cada pueblo y comunidad indígena en su contexto regional y estatal. Por ello, el sistema jurídico mexicano y el sistema jurídico indígena representan realidades distintas, imbricadas entre sí. El primero abarca e influye de manera determinante al segundo, y de alguna forma lo reconoce, como lo vemos en la incorporación de nuevas leyes al marco jurídico mexicano (Convenio 169 de la OIT y el artículo 2° constitucional, Constitución del Estado de Oaxaca y Ley Indígena del mismo),14 pero también los indígenas hacen uso cotidiano del derecho positivo para resolver sus controversias.15


    Al estar considerado como parte del campo social del Estado mexicano, el sistema jurídico indígena puede ser visto como un sistema que ayuda a mantener el orden social en los espacios locales. De esta manera, el sistema jurídico indígena cobra especial interés para analizar el sentido en que pueblos colonizados consiguen ejercer un control sobre sus dinámicas internas en su propio contexto territorial, histórico y cultural, sin perder de vista su relación con el Estado. Esta idea es más clara a partir del concepto de campo social semiautónomo que Sally Falk Moore (1990) acuñó para explicar el derecho consuetudinario de los chagga, en Kilimanjaro.


    Según Moore, la noción de campo social semiautónomo se define como la posibilidad que tienen los chagga (a través de distintos espacios, instancias y mecanismos: los grupos patrilineales localizados, las asociaciones de irrigación y los consejos de ancianos del distrito), de controlar importantes recursos materiales y humanos que pueden ser delimitados y regulados, creando normas jurídicas, y aplicarlas para ese fin.16 En el caso de los pueblos y comunidades indígenas en México, y particularmente en Oaxaca, nos encontramos ante campos sociales semiautónomos con reglas y formas de actuar propias, es decir, sistemas jurídicos que se encuentran acotados por un campo social más amplio que es el del Estado mexicano, en el que están insertos. Por ejemplo, las autoridades indígenas a nivel local, en la cabecera o en las agencias, son presionadas por la aparición de las instituciones municipales y del estado de Oaxaca —como la Comisión Estatal de Derechos Humanos—,17 así como por la intervención de los agentes de las diversas dependencias o instituciones estatales o federales, en particular las que se encargan de la procuración y administración de justicia, sin por ello perder el control sobre asuntos que son relevantes para las propias comunidades.
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